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 “El derecho a la vivienda no es sólo tener cuatro paredes”
Lo expresó Lorena Zárate, integrante de la Coalición Internacional para el Hábitat. Analizó políticas públicas de urbanización de la región y destacó que Santa Fe todavía puede revertir esa deficiencia



Actualmente, casi la mitad de la población mundial vive en centros urbanos. En América latina esa cifra asciende al 75 por ciento, es decir, unos 400 millones de personas, y la tendencia sigue en aumento.
Sin embargo, datos oficiales indican que dos tercios de los habitantes de las ciudades latinoamericanas no cuentan con las condiciones ni los medios suficientes para una vida digna, incluyendo una vivienda adecuada. Y las cifras negras continúan: más de 240 millones de personas viven en asentamientos informales, marginales e irregulares, porque el mercado inmobiliario ni las políticas estatales se ocupan de ellos.
Para dilucidar cómo se debe reinterpretar el concepto de acceso a la vivienda y cuáles son los cambios normativos y de reglamentación necesarios para que el derecho a la vivienda deje de ser un negocio, Diario UNO dialogó con Lorena Zárate, coordinadora de la oficina para América latina de la Coalición Internacional para el Hábitat (CIH).

—Los parámetros para medir la calidad de vida cambian con el paso de los años, ¿cuál es el alcance que debe tener hoy el derecho a la vivienda?
—Debe ser analizado como una atribución más amplia que el hecho de tener cuatro paredes y un techo. El problema que existe en la actualidad es que las políticas de vivienda responden a esta necesidad simplemente construyendo más casas. De esta forma, se realiza una interpretación errónea de esa insuficiencia.
Uno de los elementos más importantes del derecho a la vivienda es la seguridad jurídica de la tenencia. Es decir, que una persona pueda estar segura de que al lugar donde habita no se lo van a poder quitar, aunque esté alquilando o tenga un crédito hipotecario.
En este sentido, es importante destacar que el gasto que implica acceder a una vivienda, comprarla, alquilarla no puede poner en riesgo otros derechos. No es admisible que para poder pagar un crédito o un alquiler, la gente tenga que dejar de comer.
Otro elemento tiene que ver con el acceso a la infraestructura de servicios. Una vivienda tiene que tener acceso al agua potable, al drenaje de las cloacas, a la energía, a los servicios que hoy ya se consideran básicos –algunos hasta incluyen el teléfono para la comunicación.
Además, el espacio físico donde está ubicada la casa debe ser seguro y tiene que estar cerca de los lugares donde hay trabajo, hospitales y que el medio ambiente sea sano. Es decir, la seguridad estructural y de localización son condiciones primarias.
En fin, la importancia de este planteo radica en que las políticas habitacionales de América latina no tienden a mejorar la situación sino más bien a empeorarla, porque se enfocan solamente en lo físico, en la casita.

—¿Puede mencionar algunos ejemplos de planes habitacionales en los que se perciben estas fallas?
—Bueno, hay ejemplos muy claros que surgieron a partir de las políticas tremendas del modelo chileno –y que copió México en los últimos ocho años– que son sembradíos de casas, una al lado de la otra, todas iguales, lejos –en zonas periféricas– y la mayoría de las veces sin servicios. 
Aun con un rápido análisis se determina que son grupos de viviendas informales y hasta ilegales, porque violan los parámetros de uso del suelo y los propios contratos de construcción. Es por todo esto que creemos necesario hablar más bien de un derecho a la ciudad y no a la vivienda, que es una forma distinta de vivir en lo urbano.

—¿Puede ser considerado un cambio de paradigma en cómo es pensada la urbanización?
—Sí, porque el derecho a la ciudad implica un equilibrio entre el entorno rural y una ciudad que todos construimos. Necesita una política público integral que debe cumplir esos objetivos y que hoy no existe.
Entre el 50 y el 75 por ciento del parque habitable en el mundo (ya sean casas o departamentos) fue construido por la gente y el 30 por ciento de esas edificaciones está en malas condiciones porque no tuvieron asesoría técnica. Lo cierto es que la gente construye cómo puede, pero no hay una planificación urbana y en los últimos 30 años se profundizó esa falencia. Tenemos cifras de las grandes ciudades, como Ciudad de México, Cairo, Buenos Aires, que dicen que hay la misma cantidad de casas y de departamentos construidos –en condiciones de ser habitados– vacíos, que la cantidad de gente que necesita el lugar. Es decir que no es una cuestión de hacer más casas sino de pensar una política más integral y de apoyar lo que la gente hace y no dar el negocio solamente al sector privado.
El Estado abandonó su rol fundamental como estratega del territorio y dejó que el mercado lo resuelva con especulación. De esta forma, se piensa en el hogar como una mercancía. Lo mismo está sucediendo con la salud y la educación, todo se está privatizando. Que la ciudad sea un derecho significa que el Estado tiene obligaciones, y no las debe asumir como un favor o en forma caritativa. Debe ser un trabajo y una política de Estado a largo plazo.
Por supuesto que esto no quiere decir que vamos a estar todos con las manos extendidas reclamando y esperando una casa. El esfuerzo debe ser de todos, también deben participar las universidades, las organizaciones no gubernamentales y demás actores sociales.

—¿Cuáles fueron los períodos en los cuales se trabajó en forma correcta por el derecho a la ciudad en América latina?
—En las décadas del 50 y 60, cuando empezó el boom urbano en la región, se construyeron conjuntos habitacionales de vanguardia. Sin embargo, no se pensó en su sostenibilidad. Por más que el equipamiento urbano era bueno, si la población no cuenta con los recursos necesarios para mantenerlos, se deterioran. Una buena política de hábitat tiene que tener en cuenta la posibilidad de la gente de retener en pie lo construido.

—¿Qué elementos no pueden estar ausentes en los debates por la planificación estratégica del territorio?
–Una cuestión central que compone el derecho a la ciudad es la gestión democrática del territorio. Es decir, que las decisiones sobre cómo planificar la ciudad y su entorno no pueden ser adoptadas por unas pocas personas, por más claridad sobre políticas de hábitat que tengan.
Por el contrario, una gestión democrática implica la más amplia participación de la ciudadanía. Con esta metodología están garantizados los conflictos, porque los intereses opuestos van a purgar por sobreponerse, pero deberá primar la capacidad de diálogo y, fundamentalmente, se deberán acordar instrumentos que regulen y determinen claramente el rol del Estado como promotor de políticas de suelo que hoy son inexistentes en América latina.
—¿Cree que es factible ese tipo de discusión en la provincia de Santa Fe?
—Definitivamente, Santa Fe todavía está en una escala más que razonable para revertir el problema. La mayor parte de la población de la provincia vive en municipios de entre 15 y 50 mil habitantes. En estos lugares, las posibilidades de desarrollar un debate sobre calidad de vida, que otorgue herramientas concretas para la gestión democrática del territorio, son muy buenas. Además, la región cuenta con mucha gente con una gran capacidad técnica y de gestión que puede hacer las cosas de otra manera y que está abriendo los espacios para el debate a todos los actores sociales.
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